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I• Concepto:

La literatura existente se refiere exclusivamente a

un tipo de organización no gubernamental de derechos humanos:

las entidades trasnacionales de bien público que gozan de al-

giín "status" en relación con los organismos intergubernamen-

tales, especialmente con las Naciones Unidas.

Sin embargo, el "universo" de las ONG es bastante

más amplio, y en realidad se esta expandiendo en los últimos

anos. Esta diversidad es una ocasión, no sólo para que las

entidades de reciente aparición aprvechen la experiencia acu-

mulada por las má's antiguas y conocidas, sino también para que

éstas se enriquezcan con el aporte de los relativamente recién

llegados, que incorporan problemas y metodología de trabajo

novedosos.

II. Distintos Tipos de ONG:

Entre las entidades internacionales conocidas hay di-

ferencias de enfoque. Ninguna entidad se dedica con igual in-

tensidad a cada uno de los derechos incluidos en la Declara-

ción Universal de los Derechos Humanos. Las má's conocidas se

concentran en los derechos civiles y políticos, y aifn dentro

de éstos, hay entidades que eligen conciente y explícitamente

restringir su enfoque a ciertos derechos, como el derecho a la

vida,y a la protección contra la detención arbitraria y la

tortura. En algunas organizaciones esta opción refleja una pre

ferencia ideológica, en otras es por razones de efectividad.

Otras organizaciones con status ante organismos inter-

gubernamentales se han dedicado a temas específicos como la

protección de minorías raciales, refugiados, etc.

En los últimos afíos han aparecido entidades que han



desarrollado otro tipo de especialidad. Entre ellas se des-

tacan las que trabajan sobre países o regiones determinadas,

asf como las que reflejan intereses sectoriales como la pro-

tección de los derechos de los científicos, escritores, abo-

gados o periodistas.

Ma's importante es la existencia de entidades que

trabajan sobre sus propios países, especialmente aquellas que

lo hacen en condiciones peligrosas o bajo grandes restric-

ciones. En rigor, e'ste no es un fenómeno nuevo: antes bien,

en muchos países los organismos privados de defensa de los

derechos humanos son de antigua data. Sin embargo, con algunas

excepciones, estas entidades no han recibido mayor atención

en Europa y Estados Unidos.

III. Problemas Comunes a las ONG:

El problema principal de hoy es la credibilidad, so-

bre todo para las entidades que asumen tareas de investigación

e informacio'n sobre violaciones de derechos humanos. Este

problema esta intimamente relacionado con otros igualmente

importantes, como los de la imparcialidad y equilibrio por

un lado, y el de la metodología de investigacio/n por el otro.

Aunque estos problemas son comunes a todas las ONG , asumen

formas distintas segi/n se trate de entidades internacionales

c domesticas, y asimismo las formas de resolver los problemas

deben ser diferentes según los casos.

Independiente de los anteriores es el problema de la

actitud a adoptar con relación a acciones de grupos opositores

a los gobiernos, que pueden considerarse violaciones a los

derechos humanos. Este es un problema de definición de lo que

es una violación de los derechos humanos, así como uno de po-

sibilidades concretas de investigación y de acción protectora.

En varios países de AméYica Latina se libran hoy

guerras irregulares que resultan en formas distintas de viola-

ción de los derechos humanos. Esto obliga a las ONG a afinar

la metodología de investigació'n para adecuarla a normas del

derecho humanitario que son distintas dp las normas de la de
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Declaracio'n Universal de los Derechos Humanos. As/, las ONG

tanto nacionales como internacionales deben manejar criterios

sobre protección de la población no combatiente, sobre trato

de prisioneros de guerra y sobre que son blancos legítimos de

ataque armado.

El problema mas serio, sin embargo, es el de las con-

diciones bajo las cuales se hacen las investigaciones, espe-

cialmente en relación a la seguridad misma de los investiga-

dores, pero incluyendo tambie'n el grado de acceso a las fuentes

de informacio'n que se les acuerda.

IV. Los Vínculos entre las ONG:

Las entidades nacionales e internacionales tienen

niveles aceptables de contacto. Sin embargo, en buena medida

los vínculos son de mutua dependencia: las entidades inter-

nacionales cada vez necesitan más de la informacio'n provenien-

te de las entidades locales. Estas, a su vez, especialmente

en situaciones críticas, necesitan de la publicidad y del uso

de la información que contribuyen las ONG internacionales.

Estos contactos, sin embargo, ponen en evidencia algunos des-

ajustes que existen en esta relación. Del lado de los orga-

nismos locales, las demandas de los entes intergubernamentales,

o de los gobiernos interesados en el tema, sobrepasan la real

capacidad te'cnica y los medios a disposición de los organis-

mos.En cuanto a las ONG internaciones, este contacto demues-

tra la necesidad de modificar su composición y su estructura

para ser cada vez mefs verdaderamente "internacionales", en

el sentido de ser más culturalmente diversas y de reflejar

en si mismas la universalidad de los principios que defienden.





EL ROL DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES

Por Juan E. Méndez

I. CONCEPTO

La bibliografía existente sobre este tema es bastante escasa, y —al

menos por lo que nosotros pudimos encontrar— relativamente desactuali-

zada. La mayoría de los artículos más completos fueron escritos hacia

fines de la década pasada, en un momento caracterizado por el interés en

los derechos humanos despertado por la inclusión explícita del tema en la

campana electoral de Estados Unidos en 1976 y en el programa de política

exterior de Jinmy Cárter. Tales artículos tienden a mirar con mucha

benevolencia a las ONG, y además, no reflejan el cuestionamiento a que

nan sido sometidas en a tíos mas rec lentes. En esta presentac ion, enton-

ces, yo intentaré describir esa situación actualizada. A mi juicio, el

funcionamiento de las ONG y la informacion que producen están hoy puestos

bajo una lupa de severa crítica, que obliga a las ONG a "cuidar sus flan-

cos" mucho más que antes. En ese proceso, algunas entidades sufrirán, •

menudo injustamente, pero aquellas que están transitando esta experiencia

están saliendo fortalecidas, con sus metodologías de trabajo refinadas y

con una comprensión más sofisticada del contexto en el que desarrollan su

trabajo.



Antea de entrar en el tema, me parece importante precisar la defini-

ción de ONG que vamos a usar. La bibliografía consultada se refiere casi

con exclusividad a un tipo de ONG: las entidades privadas sin fines de

lucro, de composicion más o menos trasnacíonal, que gozan de algún status

consultivo en relación con los organismos intergubernamentales, especial-

mente con las Nac iones Unidas. La razón principal es que éstas son en

general las entidades más antiguas en el campo de los derechos humanos.

De hecho, hasta fines de la década del '60, se puede decir que el rol de

las ONG era de "promoción", en el sentido de dirigir sus esfuerzos a la

creación de instrumentos de derecho internacional que consagraran los

derechos humanos fundamentales. A partir de entonces, el énfasis se fue

cambiando hacia la "proteccion" de los derechos humanos. Así, muchas

entidades se han concentrado en impulsar la creac ion de mecanismos de

investigación y denuncia a nivel de los organismos gubernamentales, y aún

de mecanismos de protecc ion supra-nacional, judie iales o cuasi-judicia-

les . Otras entidades, sin embargo, han buscado caminos más expeditos

para asegurar ia vigencia de los derechos humanos, y hoy el campo de

accion propio de las organizac iones de derechos humanos va mucho mas allá

de las Naciones Unidas.

Además, ha habido poca atención a las organizaciones de defensa de

los derechos humanos que cumplen su labor en sus propios países, a menudo

en condiciones muy difíciles y peligrosas. Una excepción a esta regla es

el artículo de Laurie Wiaeberg y Harry Scoble en el volumen editado por

Ved p. Nanda y otros ("Global Human Rights: Public Policies, Comparativa

Meaaures, and NGO Strategies", Westview Press, Boulder, Colorado, 1981;



Capítulo 15: "Recent Trends in che Expanding Uníverse o£ NGOe Dedicated

to Che Protección o£ Human Rights", págs. 229 y sgs.). Nosotros intenta-

remos referirnos a experiencias y problemas que se aplican por igual a

entidades domésticas e inCernaclonales.

Por último, la definición de ONG es cambien muy trabajosa porque hay

un gran número de organizaciones y asociaciones con otros fines, que

incursionan en el terreno de los derechos humanos con alguna frecuencia.

Nuestras apreciaciones se dirigen exclusivamente a entidades independien-

tes o bien afiliadas a iglesias, sindicatos u otras organizaciones, que

tienen un programa de investigación o de defensa de los derechos humanos,

ejecutado a través de personal rentado o voluntario, pero en todo caco

con alguna permanencia en el tiempo.
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II. DISTINTOS TIPOS DE ONG

No hay ninguna ONG que tenga la capacidad de ocuparse de codos Los

derechos contenidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

En mayor o menor medida todas restringen su campo de accion o su "manda-

to" , algunas explícitamente y otras en la práctica. En círculos conser-

vadores de los Estados Unidos ha vuelto e tomar curso la noción de que

los llamados "derechos económicos y sociales" contenidos en los instru-

mentos internacionales no son propiamente "derechos" sino "aspiraciones",

ya que en el caso de los derechos, las normas son mandatos expresos diri-

gidos a los gobiernos para que se abstengan de determinadas acciones con-

tra los individuos, mientras que en el segundo caso, los "derechos econó-

micos y sociales" constituirían metas que se señalan a los gobiernos para

que traten de alcanzarlas por medio de acciones positivas. Esta distin-

cion no ha tenido mayor aceptación explicita entre las organizaciones de

derechos humanos, pero es evidente que la preferencia de algunas de ellas

por los derechos llamados "civiles y políticos" tiene su origen en una

opc ion ideológica a favor del modelo de democracia liberal de Europa

Occidental y Norte América. Por ejemplo, ha habido recientemente un

aumento de la atem ion que se presta, en Estados Unidos, al hecho de que

en un país se celebren o no elecciones, como índice del grado de vigencia

de los derechos humanos, con exclusión de otros indicadores o por lo

menos con menor peso relativo a esos otros indicadores. Del mismo modo,

para entidades cuyo interés central es la libertad de expresión, la per-

secución, tortura y asesinato de miles de personas puede ser de relativa

importancia mientras se tolere la existencia de empresas periodísticas

privadas.



Las ONG que han hecho un esfuerzo consciente por definir su enfoque

y hacerlo explícito, como Amnistía Internacional por ejemplo, han aclara-

do a la vez que eu opción es por motivos pragmáticos y no ideológicos, y

que reconocen que todos los derechos consagrados en la Declaración Uni-

versal tienen la misma entidad e importancia. En el caso de Amnistía,

como en el de Ameri'cas Watch y muchas otras entidades, la definición de

un enfoque estrecho y limitado obedece a razones de especialización y

experiencia de su personal, y también a razones de eficacia. En los

hechos, es indudable que la especifidad del mandato de estas entidades, y

su apego riguroso a esos límites, ha resultado en un reconocimiento de

que ellas son voces autorizadas en el tema de su especialidad. De todos

modos, la adopción de un mandato restringido no deja de ser una decisión

riesgosa, porque inevitablemente unos gobiernos u otros se verán más o

menos favorecidos según el parámetro que se utilice.

Estrechamente vinculado a este tema es el problema de la universali-

dad de los derechos humanos, ya que está claro que si la opción por un

mandato restringido refleja una concepción ideológica sobre el modelo de

sociedad ideal, las posibilidades de ser escuchado por quienes no compar-

ten ese modelo se reducen sustancialmente. En este sentido, hay entida-

des que no tienen ninguna pretensión de universalidad ideológica en su

concepcion de los derechos humanos. Por ejemplo, el mapa mundial de la

libertad que anualmente produce Freedom House es un ejercicio comparativo

defectuoso por muchas razones, pero en gran parte porque mide la libertad

por parámetros típicamente copiados de los principios y las prácticas



de las democracias occidentales y desarrolladas. Aún así, alcanza resul-

tados sorprendentes. Uno de sus instrumentos de medición es la regulari-

dad de las elecciones, pero además que hayan dos partidos (o más, pero

preferentemente dos) y que además estos partidos se alternen efectivamente

en el poder. Con estos criterios, cuando en Suecla Los liberales despla-

zaron momentáneamente a los socialistas del poder, después de más de 40

anos de gobiernos socialistas, Freedom House decretó que Suecia era "más

libre" que antea.

Otras entidades se declaran abiertamente a favor de la universali-

dad, pero en su práctica concreta revelan cierta inclinación a ocuparse

de las violaciones en unos países y no en otros, y a veces a ser franca-

mente defensivos de ciertos regímenes. Esta es una realidad atribuible a

muchos factores, algunos de mayor validez que otros. Por ejemplo, varias

entidades con sede en los Estados Unidos aducen que se interesan priori-

tariamente por las violaciones que cometen aquellos países con los cuales

Estados Unidos mantiene vínculos estrechos, porque en ellos hay una clara

responsabilidad norteamericana por esas violaciones. Hay países, además,

donde el acceso a información razonablemente fidedigna es mucho más difí-

cil que en otros. De todos modos, en los últimos meses estas circunstan-

cias han sido aprovechadas, sobre todo en Estados Unidos, para atacar a

estas entidades en forma totalmente desproporcionada a esa supuesta debi-

lidad en «u trabajo. Tal vez el «taque más frontal en este sentido lo

protagonizo *n agosto d* 1984 el entonces Subsecretario de Estado p«r«

Derechos Humanos, Elliott Abrams, en un discurso en Palm Beach, Florida,

donde ataco a varias personas e instituciones americanas, atribuyéndoles



actitudes "anti-americanas" y falta de patriotismo, en virtud de lo que

él considera un silencio cómplice con respecto a Cuba.

También en el tema de la universalidad es donde Amnistía Internacio-

nal se encuentra a la vanguardia de los esfuerzos por alcanzar un mayor

grado de ella en la actividad cotidiana, no sólo depurando su nandato de

cargas ideológicas para hacerlo, al menos en teoría, aceptable a todos

los regímenes del mundo, sino también procurando reflejar una mayor

diversidad cultural e ideológica en su composición orgánica y en su men-

bresía. Otra de las entidades de mayor prestigio en esta área, el Comité

Internacional de Juristas, con sede en Ginebra, ha avanzado significati-

vamente en este terreno. Fundado en 1952 en el contexto de la guerra

fría, para condenar exclusivamente a los países socialistas, el CIJ ha

refinado su concepción del "estado de derecho" (rule of law) para promo-

ver su vigencia bajo cualquier forma de organización social, incluidos

los estados unipartidistas del Tercer Mundo. En cuanto a su organización

interna, el CIJ también ha hecho esfuerzos por incorporar a sus cuerpos

directivos a juristas prestigiosos de diversos países y culturas.

En los últimos afios se ha venido dando otro tipo de restricción

auto-impuesta al mandato de las ONG. En primer lugar, es más frecuente

en las creadas más recientemente restringir su acción a áreas geográficas

definidas. Así, Helsinki Watch comenzó en 1979, dedicada exclusivamente

a observar el cumplimiento del Acta Final de Helsinki (Tratado de Coope-

ración y Seguridad en Europa, de 1975) en los 35 países signatarios. En

1981, las mismas personas fundaron Americas Watch, que se ocupa solamente



de países en América Latina y el Caribe. Hacia fines de los anos 70 hubo

un decidido impulso hacia la incorporación de asociaciones de profesiona-

les, científicos e intelectuales para la defensa de los derechos de sus

colegas en todo el mundo. En general, las asociaciones gremiales de

estas profesiones han respondido en forma ocasional, con declaraciones,

resoluciones o en el mejor de los casos, la formación de subcomités per-

manentes de voluntarios o el envío de alguna misión. Las funciones más

permanentes han quedado a cargo, al menos en Estados Unidos, de una of i-

cina de la American Association for the Advaneement of Science, que tiene

personal profesional empleado en la defensa de los derechos humanos de

los científicos. El Lawyers* CúmmiCtee for Human Rights,

de Nueva York, actúa como una entidad de derechos humanos con enfoque

legal, pero no restringe sus actividades a la protección de sus colegas

en otros países. Un grupo de creacion reciente, también con oficinas en

Nueva York, es el Committee to Protect Journalists. Hay también grupos

que combinan la especialización por profesión con la especializaciÓn por

país, como el Secretariado Internacional de Juristas por la Amnistía en

Uruguay (SIJAU), que tenia sed* en París hasta fines de 1984, y miembros

en varios países de Europa y America.

La relativa falta de respuesta por parte de las organizaciones cor-

porativas es un fenóaeno generalizado en América Latina, donde esas enti-

dades han sido bastante renuentes a defender ios derechos humanos, aún en

casos en que sus propios miembros eran blancos específicos de la persecu-

ción política. Una excepcion notable a esta regla es la actitud de la



Ordem dos Advogados do Brasil» que desde hace muchos a tíos está al frente

de la lucha por los derechos humanos en ese país.

Por último, una tendencia reciente es la aparición de entidades de-

dicadas a la protección y defensa de los derechos humanos de una catego-

ría específica de víctimas, como las minorías étnicas, los refugiados y

los "desaparecidos" o sus familiares. En algunos casos se trata de enti-

dades nuevas, organizadas en forma muy similar a las demás ONG. En

otros, son entidades conformadas con anterioridad, ya sea para defender

intereses sectoriales propios, como el Indian Treaty Council, o para

prestar servicios asistenciales o de promoc ion del desarrollo, y que por

necesidad de los núcleos a los que sirven, han incorporado funciones per-

manentes de protección y defensa de los derechos humanos de sus "clien-

telas".

Este último grupo de entidades ha abierto considerablemente el pano-

rama de los derechos humanos, sobre todo en América Latina, obligando a

las ONG tradicionales a analizar situaciones y formas de violación de Los

derechos humanos que son distintas a las que ellas regularmente atienden.

En el caso de los refugiados, varias ONG han podido ocuparse del tema,

restringiendo su análisis a los problemas de seguridad que sufren los

refugiados, y a los riesgos de "refoulement" o repatriación involuntaria

al país de donde el refugiado huye. Al concentrarse en estos aspectos,

11amados genéricamente "de proteccion", las ONG se desentienden en gran

medida de otros problemas relativos a la política de refugiados, como la

admisibilidad, la asisteñe ia y la reubicación en terceros países. En

cuanto a las minorías indígenas, los problemas que enfrentan las ONG son
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más serios, no sólo por la necesidad de contar con "background" lingüís-

tico, antropoltgico e histórico, sino también porque los conflictos que

dan lugar a violaciones de derechos humanos de los indígenas tienen su

origen en complejos problemas de derecho a tierras ancestrales y de auto-

determinación de los pueblos. Aunque hay ahora un esfuerzo por incorpo-

rar plenamente el trato dispensado a las minorías indígenas al análisis y

a la acción en favor de los derechos humanos, queda mucho por hacer, tan-

to de parte de las ONG de derechos humanos como de parte de los grupos

indigenistas, para consolidar esfuerzos y estrategias y compartir herra-

mientas de análisis y formas de acción protectora.
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III. PROBLEMAS COMUNES A LAS ONG

El problema más serio que entrentan hoy las ONG de derechos humanos

es el ataque a su credibilidad. Esto es especialmente cierto —y grave—

para aquellas entidades que se dedican principalmente a la investigación

y a la información pública sobre violaciones de derechos humanos. No ea

un fenómeno totalmente nuevo, ya que siempre hubo reacciones, sobre todo

por parte de los gobiernos acusados o de sus agentes más o menos oficio-

sos en otros países, tendientes a desacreditar la información publicada

por los organismos de derechos humanos. En general, esos ataques estaban

bastante mal orientados, con poco fundamento en los hechos y con apela-

ciones más o menos emocionales al principio de no ingerencia en los asun-

tos internos. De todos modos, esos ataques sirvieron para afinar la mira

de las ONG y obligarlas a chequear ñas rigurosamente su información.
•*

Lo que me parece más preocupante es que *n los últimos aftos «1 «ta-

que ae ha hecho más insistente y más sofisticado. Y los objetivos de los

críticos no son sólo las ONG internacionales sino también las domésticas.

Obviamente, en este último caso los ataques son mucho más peligrosos

porque en no pocos países esas entidades trabajan con un marco de

legalidad tan precario, que las críticas formuladas contra ellas pueden
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muy bien alentar a las fuerzas represivas o parami1itares a romper las

reglas de juego y atacar físicamente a las personas que desarrullan esas

tarea».

En el origen de estos ataques está la actitud de la administrac ion

Reagan. Elliott Abrams se ha dedicado a justificar la política norteame-

ricana hacia Centro América desde la Óptica de los derechos humanos, y

toda información incongruente con sus planes, ya sea sobre Nicaragua o

sobre El Salvador, lo lleva no ya a discutir la sustancia de los datos

aportados, sino la credibilidad de los que los producen.

En 1982, la embajada norteamericana en Guatemala distribuyó —a tra-

vés del Departamento de Estado— una respuesta detallada a un informe de

Amnistía, que acusaba a Amnistía de prestarse inconscientemente a la pro-

paganda guerrillera. En ese mismo año, Abrams lanzó una serie de ataques

contra Socorro Jurídico, entonces la agencia de derechos humanos del

Arzobispado de San Salvador, diciendo que su información sobre muertes y

desapariciones a manos de las fuerzas de seguridad no era atendible por-

que Socorro Jurídico no investigaba similares violaciones por parte de la

guerrilla. La presión sobre el Socorro motivó que el Arzobispo eventual-

mente reestructurara su oficina de Just icia y Paz, creando una Oficina de

Tutela Legal y pasando el Socorro a trabajar en forma independiente del

Arzobispado. Abrams y otros anunciaron que SJ había sido "expulsado" de

la Iglesia por su inclinación a favor de las guerrillas. Lo cierto es

que Monseñor Rivera y Damas había dicho públicamente que su decisión no

implicaba que la información producida en todos esos afios por SJ no era

correcta. Tutela Legal empezó en mayo de 1982 a producir información que
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incluía categorías sobre violaciones atribuibles a los grupos opositores.

Esto le sirvió de poco a los planes de la administración Reagan, porque

en la comparación, las fuerzas armadas salvadoreñas aparecían como infi-

nitamente más propensas a las violaciones de los derechos humanos. £1

embajador Hinton dijo, ya en 1983, que la información de TL era "prejui-

ciada". Pero el ataque más sofisticado contra TL comenzó en 1984. La

embajada produjo —y el Departamento de Estado distribuyó— varios infor-

mes "analizando" los datos de TL. La embajada sostiene que TL no tiene

información independiente sobre muertes en la población civil, y que su

metodología consiste simplemente en tomar los informes de las Fuerzas

Armadas sobre bajas de los guerrilleros y convertirlos automáticamente en

muertos de la población no combatiente. TL ha admitido un sólo error en

este tipo de hechos, y sostiene que su información está basada en infor-

mes independientes y corroborados. Ha ofrecido presentar testigos sobre

varios de estos episodios, si la embajada les garantiza protección. El

ataque contra TL incluye, evidentemente, gestiones privadas ante dirigen-

tes eclesiásticos, tendientes a desacreditar la tarea. Además, el ataque

no se circunscribe a la administración Reagan, ya que usando los mismos

argumentos e ignorando las respuestas de TL, miembros del Congreso norte-

americano y publicaciones periodísticas, como el Wall Street Journal, se

suman al ataque a la credibilidad del principal organismo de derechos

humanos de El Salvador.

Otros organismos de derechos humanos están sometidos a criticas

parecidas. El Wall Street Journal ha publicado siete editoriales contra

America» Watch deade febrero de 1984, incluyendo en los mas recientes «ta-

ques personales contra »u« directivos o empleados. La revista The N*v Republic
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dedicó un largo artículo a criticar al Senador Edward Kennedy por presi-

dir una audiencia en el Senado en la que declararon tres Miskitos COBO

testigos del ataque de los grupos contrarrevolucionarios contra el asen-

tamiento de Sumubila, en la Costa Atlántica de Nicaragua. Por suerte, un

efecto inmediato de estos ataques es que estos organismos afinan su meto-

dología de investigación y de información. Por ejemplo, TL reveló que en

julio de 1984 fuerzas del ejército acosaron a civiles en unas 6 0 7 al-

deas del Departamento de Cabanas. En esta ocasión, un investigador de TL

visitó la región, obtuvo fotografías, entrevistó a sobrevivientes y vio

él mismo a varios cadáveres, y compiló una lista parcial de 68 asesina-

tos , con nombre, edad y lugar de origen. El último informe conjunto de

Americas Watch y el Lawyers Committee for Human Rights

sobre El Salvador, contiene largas páginas de testimonios obtenidos

directamente por investigadores de ambas entidades, que tienden a ratifi-

car la existencia de una práctica sistemática de bombardeos aéreos y

ataques terrestres indiscriminados contra la población no combatiente. A

raíz de las críticas de la embajada norteamericana, TL modificó en junio

de este aflo la estructura de su informe mensual, usando categorías de

violaciones mas claramenté diferenciadas.

La imparcialidad y el equilibrio son características que cada vez se

exigen más de las ONU, y constituyen un desafío que de una u otra manera

debe enfrentarse. A menudo esta exigencia de imparcialidad y equilibrio

es más un chantaje ideológico que otra cosa, y se aplica muy se lee t iva-

mente. Por cierto, no se puede ni se debe exigir que el militante de los

derechos humanos renuncie a tener un punto de vista político sobre la

* Aun asi, hablando en un programa nacional de noticias en la televisión
norteamericana, Elliott Abrams afirmo rotundamente que la masacre de Cabanas
no había existido.
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situacion de su país; no hay una "ciencía pura" de los derechos humanos

ni es deseable tampoco concebir a la actividad de las ONG de esa manera.

Por otra parte, tampoco se puede pedir a los partidos políticos que se

abstengan de participar en cuestiones de derechos humanos, máxime cuando

en muchos países las únicas soluciones de fondo a las violaciones tendrán

que venir como consecuencia de cambios en el poder estatal. Pero sí es

posible que las ONG organicen y actúen con un alto grado de independencia

de los partidos y fuerzas políticas con los que simpatizan. Así, la exi-

gencia de independencia se satisface en los hechos en la medida en que

cada denuncia de la ONG se conciba y ejecute sin sujeción al interés

coyuntural de esos partidos y fuerzas, aunque haya un interés general

compartido en el tema. Debe quedar claro, sin embargo, que esto es sepa-

rable del problema de las fuentes de información sobre derechos humanos.

Muchas ONG son severamente criticadas por usar información originada en

grupos de oposicion. Las ONG pueden y deben recibir y procesar informa-

ción de todos los orígenes, y la credibilidad de La ONG dependerá de los

esfuerzos que hace para verificar los datos recibidos, no del hecho de

haberlos recibido de una fuente que tiene un interés político determinado

en el tema.

En cuanto al equilibrio, se trata de una exigencia dirigida espe-

cialmente a las ONG que trabajan sobre muchos países. Un crítico de

Amnistía Internacional llegó a contar loe renglones dedicados en su

informe anual a cada país, pretendiendo demostrar una falta de equilibrio

en el tratamiento de gobiernos de distinto signo. En general, las ONG

internacionales han rechazado La tentación de responder a esta exigencia

mediante La reacción simplemente numérica; tenemos que publicar un
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documento sobre Nicaragua porque acabamos de publicar uno sobre

Guatemala. Por vía del "equilibrio", las ONG podrían caer en desviacio-

nes peligrosas de su rol de presentar una real idad desde ya difícil sin

distorsiones. Por eso es preferible utilizar el criterio de imparciali-

dad que el de equilibrio, en la medida en que los dos conceptos sean dis-

tinguibles.

A nuestro juicio, el requisito de imparcialidad se satisface cuando

se es capaz de analizar hechos análogos en dos países gobernados por

regímenes distintos, aplicando a esos hechos los mismos princ ipios. Por

ejemplo, si se comprueban casos de matanzas indiscriminadas de campesi-

nos , no debería importar la circunstancla de que el gobierno responsable

haya sido elegido democrát icamente, o sea un gobierno militar o se origi-

ne en un hecho revolucionario. Este es un ejemplo en el que es fácil

come idir, pero en los hechos, es mucho más difícil de lo que parece dar

a unos y otros gobiernos el mismo "beneficio de la duda" respecto de su

responsabilidad y aún respecto de la comprobación de los hechos mismos.

De la misma manera, hay que hacer un esfuerzo por aplicar uniformemente

los principios relativos a las circunstancias de excepción que hacen

derogables ciertos derechos. Por suerte, estos criterios son objetivos

en su esencia, y el único problema real es aplicarlos racionalmente y

rigurosamente a los hechos.

Un factor importante en el grado de credibilidad de las ONG es la

metodología de investigación que se use. Hasta hace poco era posible

mantener una reserva casi absoluta sobre el tema, fundada en la necesidad

de la protección de las fuentes de información. Lamentablemente, el

ataque dirigido contra las ONG sobre todo en Estados Unidos frecuentemente
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ha cuesClonado esa confidencialidad. Sobre todo con relación a El

Salvador, la metodología de investigación de los organismos de derechos

humanos ha sido sometida a un examen muy minucioso. A nuestro juicio,

primero Socorro Jurídico y luego Tutela Legal han demostrado amp1 lamente

que su metodología es la más adecuada a las circunstanc ias y La mes

seria, mientras que han conseguido, por ahora, mantener la confidencia-

lidad de sus fuentes permanentes.

En las formas que asume el debate sobre estos temas en Estados

Unidos la metodología de estos organismos puede llegar a mistificarse por

un lado, o por el otro a exigir un grado de comprobacion incompatible con

la naturaleza de los hechos. En este sentido, es importante reivindicar

que, en materia de derechos humanos, la carga de la prueba de una viola-

cion está originariamente en el que denuncia, pero esa carga no es la

misma exigida en nuestros sistemas judiciales para la aplicación de san-

ciones penales. Una vez establecida la existencia de un hecho violato-

rio, es permisible transferir la carga de la prueba al gobierno, que

tiene la responsabilidad de investigar, procesar y castigar a los respon-

sables, y de informar con amplí tud a la opinión pública. Además, los

métodos de investigación serán más o menos confiables según las condicio-

nes bajo las cuales las ONG desarrollan su trabajo. Y aquí se produce

otra transferencia de responsabi1idades: los gobiernos tienen la obliga-

ción de facilitar el acceso a las fuentes de inf ormac ion, i nc luido el

acceso físico al terreno de los hechos, en condiciones de seguridad para

los investigadores.

Uno de los temas en el que las ONG han aparecido a primera vista

como más vulnerables a la crítica, es la actitud que adoptan con respecto
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a violaciones de derechos humanos cometidas por grupos armados de oposi-

ción. En el estado actual del derecho internacional, es posible afirmar

que, por definición! los derechos humanos sólo son susceptibles de viola-

ción por gobiernos: acciones similares por grupos de oposición constitu-

yen en realidad violaciones del derecho interno ante las cuales existe

recurso a la autoridad publica para la solución que restableces el orden

•ocial. Precisamente la falta de esos recursos cuando son las propias

autoridades laa que cometen o toleran las violaciones, es lo que caracte-

riza a una violación de derechos humanos y motiva el consenso de la comu-

nidad internacional para actuar en el restablecimiento de esos derechos.

Cuando loa grupos opositoras controlan territorio y población, an condi-

cionas en laa que pueden de alguna manera sjtrcer autoridad a impartir

justicia, •• considera que actúan como cuasi-sstadoi, y en consecuencia

sscAñ sujetos a las mismas raaponsabilidadaa que los gobiernos por actos

que. violan loa derechos fundamentales.

En gañera1, las ONG internacionales se han eefiido a «ate criterio

impulsado mas rigurosamente por los erganiaaea intergubernaaentalea,

eapeeialocate per U eeniaidn Iníeraaeruana de Dereehoa Humanea. in

realidad, han a ido los erganiaaoa deaéatUea loa que ae han empelado a

apartar de eae eruerie, ee&enianáe eeñ les eaaoa ya «ene venadea de

ieeorre Jurtdiee y Tutela Ligal en il §alviá@ft SR el eaa§ áe Aaerieai

nesotroi henea goaenaade a inelui? ?eguUnB@nEe iniersagidn aebre

atribuiblta a grupea opoaiierea en Eodoe nyeaEfea infepata,

dentro de lea prineipiea ya ¿eaerieea. En el eaao áe Hiearagya, heaoa

•kplieitado que ne§ oe u paso i de a@eienea vieUloriaa por parle de grupea

d« opeaioion, a petar de que 6aE@i no eenirelan ni poelaeidn ni
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territorio, a causa de la responsabilidad especial asumida por el gobier-

no de Estados Unidos al financiar, entrenar y dirigir a esos grupos.

La decisión de informar sobre violaciones de derechos huaunos

tidas por grupos opositores está, desde luego, llena de implicancias para

las ONG. Una es la dificultad real de obtener información fehaciente y

de procesarla adecuadamente. Otra es la posiblidad de tomar acciones

correctivas. En general, las ONG interpelan a los gobiernos para deman-

dar de ellos las correcciones o las acciones punitivas que sean de

estricta justicia. Al hacer lo mismo con los grupos de oposición «e

contribuye a darles un "status" en el orden internacional que merece una

reflexión más profunda. Nosotros en Americas Watch hemos decidido incluir

regularmente en nuestros informes material sobre violaciones atribuibles a

los grupos de oposición armados. Lo hacemos aclarando que no tomamos partido

por la legitimidad o ilegitimidad de la lucha que cada uno de ellos emprende.

Con el mismo criterio, procuramos entrar en contacto con sus dirigentes, sin

que ello implique ningún reconocimiento especifico, para interesarlos en la

necesidad de humanizar los conf1íctos y de asumir responsabilidades por los

crímenes que sus compañeros de armas cometan contra civiles o contra personas

protegidas por el derecho de la guerra.

En los últimos afros, en varios países de America se han intensificado

las acciones de guerra irregular que resultan en violaciones de derechos

humanos de características distintas a las habituales. Las ONG no han estado

en general equipadas, ni con su experiencia anterior ni con sus recursos

humanos, para responder a las exigencias metodológicas derivadas de estas

situaciones. Las que se van adaptando a esta necesidad, tanto en el orden

local como en el internacional, tienen que utilizar un conjunto de normas de
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derecho internacional distinto del habitual. Afortunadamente, el llamado

derecho internacional humanitario esta también codificado en bastante detalle

en las Convenciones de Ginebra de 1949 y en los Protocolos adicionales de

1977. Precisamente, el artículo 3 "común" a las cuatro convenciones, y el

Protocolo II de 1977, están dirigidos a los conflictos armadas de naturaleza

no internacional, incluyendo las guerras civiles, de liberación nacional y

anti-coloniales. Queda, sin embargo, un vacio lelgal importante en cuanto a

las normas internacionales aplicables a conflictos prolongados, de baja in-

tensidad, y que incluyen acciones violentas armadas y no armadas, pero que

no alcanzan el rango de un conflicto armado interno; pero aun asi, las lla-

madas "leyes de la guerra" constituyen un cuerpo orgánico de criterios

objetivos para analizar los hechos.

Ello no resuelve, sin embargo, el problema de las dificultades de in-

vestigación, que en estos casos suelen ser muy grandes. Algunas ONG han co-

menzado a usar estos principios para determinar las obligaciones de las

fuerzas beligerantes con relación a la protección de la población civil,

al trato a los prisioneros (ya sea que puedan ser considerados "prisioneros

de guerra" o no), al respeto a la neutralidad del personal medico o asis-

tencial y a la protección de las personas desplazadas. Es sumamente difícil

determinar, en los hechos, si un ataque armado ha sido dirigido contra

blancos legítimos o si se han atacado a personas o material protegidos por

las leyes de la guerra. No hay ninguna duda, por ejemplo, de que no se

puede atacar al personal que no participa activamente de acciones militares,

aunque preste alguna colaboración logística a una de las partes en conflicto.

En los hechos concretos, sin embargo, suele ser difícil determinar si esas

personas fueron atacadas como blancos autónomos o si fueron heridas o muertas
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coao victima» colaterale» inevitable» en el curso de un ataque legitimo

contra fuerza» armadas activas. Americas Watch publico en 1984 un informe «obre

El Salvador y dos en 19S5 sobre Nicaragua, en los que aplicamos estas normas,

describiéndolas detalladamente para el lector no familiarizado con las Con-

venciones de Ginebra. En cuanto a la determinación de la veracidad de los

hechos, aplicamos los mismos métodos y el mismo rigor para verificar la in-

formación que recibimos de testigos o de fuentes indirectas, que aplicamos

cuando investigamos violaciones de derechos humanos de tipo convencional. En

el último de nuestros viajes a Nicaragua con este objetivo, fuimos acompa-

ñados por periodistas en todas nuestras entrevistas tanto en Managua como

en las zonas de conflicto.
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IV. EL FUTURO INMEDIATO

b i rol de las ONG se esté profundizando y ampliando a la vez. Al

mismo tiempo, ae hace también más difícil por el nivel de certeza que se

les exige y por las condiciones en que ese papel se debe cumplir.

Es posible que en el futuro algunas ONG empiecen a reflejar, en sus

publicaciones, algunas notas positivas sobre el progreso en materia de

derechos humanos que se haya obtenido. Ciertamente, algunos de nuestros

gobiernos necesitan y merecen apoyo en sus iniciativas en este campo.

Además, aún en el caso de gobiernos con problemas actuales de derechos

humanos, es importante reconocer los avances que se produzcan, como forma

de alentar otros pasos en la misma dirección. El riesgo aquí es, obvia-

mente, confundir progresos y cambios de direce ion reales con mejoras

puramente cosméticas. Un criterio bastante seguro en este sentido es el

de exigir en forma permanente que los estados asuman sus responsabilida-

des de investigar, procesar y sancionar a los responsables de las viola-

ciones y de dar amplia publicidad a estos actos de gobierno. Aquí tam-

bién, sin embargo, se entra en una zona gris al analizar por qué métodos

internos se han de asumir esas responsabilidades y también en qué condi-

ciones se pueden dictar amnistías, indultos o conmutaciones que efectiva-

mente impidan el cumplimiento de esas responsabilidades. A modo de regla

general, las ONG deberían sostener el principio de la obligación de cas-

tigar las violaciones, pero dejar librado a las comunidades nac ionales la

determinación de algunas excepciones exigidas por las circunstancias his-

tóricas.

Para terminar, algunas reflexiones sobre los contactos entre las ONG

internacionales y las domésticas. La comunicación entre ellas, al menos



en América Latina se ha hecho mucho más fluida. En rigor, las ONG inter-

nacionales que tienen una presencia más activa y regular en la opinión

pública, con informacion más actualizada y confiable, son precisamente

las que han hecho un esfuerzo más sistemático por mantenerse en contacto

con sus colegas latinoamericanas. Entre éstas ha comenzado, también, un

movimiento hacia compartir experiencias y discutir metodologías, que

resulta muy estimulante. Ejemplos prometedores en este sentido fueron la

reunio'n auspiciada por el Instituto Interamericano de Derechos Humano», en

julio de 1984, entre las ONG del área centroamericana, y el programa perma-

nente desarrollado por el Instituto desde entonces entre las comisiones de

derechos humanos del área, y la reunión, hace apenas dos semanas, de los

grupos de derechos de los países andinos, en Quito. Existen, ademá's, algu-

nos intentos federativos a nivel regional, como el de la Federación de

Comisiones de Familiares de Detenidos-Desaparecidos (FEDEFAM) y entidades

trasnacionales de carácter regional, como la Comisión Andina de Juristas

y la Asociación Latinoamericana de Derechos Humanos (ALDHU).

El contacto con las ONG internacionales revela no solamente la mutua

dependencia entre ellas y las locales, sino también ciertos desfasajes

entre lo que se "produce" a nivel local y lo que se "consume" interna-

cionalmente. Así, hay entidades con un trabajo sumamente rico que pasa

desapercibido internacionalmente por la relativa falta de interés en la

situación de ese país, y paralelamente se exige de otras entidades un

nivel de información y verificacion que no están en condiciones materia-

les de cumplir.
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Para las ONG internacionales, pensamos que esto señala la necesidad

no ya de integrar formalmente a los organismos de la periferia a estruc-

turas federativas, sino de profundizar los contactos regulares, formales

e informales, que establezcan una relación más fluida. En el caso de las

ONG más avanzadas en su «slructura interna, el desafío —que Amnistía

Internacional por ejemplo ya esté aceptando— consiste en abrir sus puer-

tas a la integración de personas de todas las culturas, para que las en-

tidades reflejen en su composición la "universalidad" que por ahora esta

expresada más bien como aspirac ion en los principios rectores de su

actividad.


